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			Introducción

			Hablar de la ANEF y de sus 50 años es hablar de la historia de Chile, de la historia que normalmente no aparece en los libros, pero que se transmite de generación en generación, que hace o va haciendo la cultura del pueblo. La ANEF, a no dudarlo, constituye y forma parte de nuestra cultura; es ejemplo de lucha, de organización, de pluralismo y de participación, elementos fundamentales de nuestra vida republicana y que hacen posible vivir en democracia.

			(Diputado Octavio Jara, homenaje en memoria de Tucapel Jiménez Alfaro y la Agrupación Nacional de Empleados Fiscales, ANEF. Cámara de Diputados, República de Chile, 12 de mayo de 1993).

			El día 12 de noviembre del año 2008, la Agrupación Nacional de Empleados Fiscales convocó a un acto público a realizarse en la Plaza Baquedano de la ciudad de Santiago, al mediodía, en apoyo al paro de dos días de los funcionarios públicos (11 y 12 de noviembre). En un escenario montado frente al monumento a Manuel Rodríguez y que convocó aproximadamente a cuatro mil personas, los dirigentes de la ANEF y la CUT se dirigieron a las numerosas columnas de funcionarios públicos que llegaron con pancartas, silbatos, trompetas y letreros a manifestar su adhesión a la movilización, que exigía un reajuste del 14,5% en los salarios de los funcionarios municipales y fiscales. El promedio de edad de los asistentes estaba entre los treinta y los cuarenta años. Muchos vestían sus uniformes de trabajo: los paramédicos, sus delantales blancos; las parvularias de la JUNAEB, sus cotonas verdes o azules, y otros funcionarios, viseras con el logo del servicio al que pertenecían. El ambiente era a la vez festivo y respetuoso: los asistentes vitoreaban a los oradores y hacían rondas y bailaban en los alrededores del escenario al ritmo de tambores y cornetas; los carabineros les solicitaban pacíficamente que no interrumpieran el tráfico de la Alameda, y el evento terminó antes de las dos de la tarde sin ningún hecho de violencia. 

			El principal “enemigo” a quienes se dirigían las pullas y reclamos era el ministro de Hacienda Andrés Velasco, con carteles que rezaban, por ejemplo:

			¿TE SUENA CONOCIDO? NOSOTROS HACE TIEMPO QUE DEJAMOS DE TOMAR LECHE, ÉL TOMA LECHE TODOS LOS DÍAS, COME PAN, NO DEBE LUZ, NO DEBE AGUA, NI DIVIDENDO, NO ANDA EN MICRO, NI SE ATIENDE EN HOSPITAL PÚBLICO... BACÁN!!!! ¿Y TÚ? NA’ QUE VER [ACOMPAÑADO DE UNA FOTO DEL MINISTRO VELASCO)]. 

			MINISTRO, QUIERO UN SUELDO DIGNO, NO ANDAR PELADO.

			LA INFLACIÓN NOS DEJÓ PATO, REAJUSTE DIGNO.

			SEÑOR MINISTRO, LE QUIERO PROPONER: ¡QUE VIVA CON MI SUELDO Y YO CON EL DE USTED!

			VELASCO, SUELTA LAS MONEA$ [RAYADO EN UNA PARED ALEDAÑA]1 

			Para el día 17 de noviembre, la paralización llamada por la ANEF sumaba aproximadamente 400.000 funcionarios de todo el país, afectando principalmente a servicios básicos como la atención de consultorios y hospitales, los pasos fronterizos, el retiro de la basura en el gran Santiago y los trámites de Impuestos Internos y el Registro Civil. El Gobierno, a través del mencionado ministro Velasco, afirmó que lamentaba que los ciudadanos se vieran afectados por la falta de voluntad de diálogo de los funcionarios públicos. Los parlamentarios, por su parte, se comprometieron a aprobar no menos de un 8,4% de reajuste, dos dígitos más de lo que ofrecía el Gobierno2. 

			Finalmente, la movilización de los funcionarios fiscales consiguió un 10% de reajuste sobre el sueldo base y un bono de fin de conflicto entre cien mil y doscientos mil pesos por persona, dependiendo del monto del sueldo de cada funcionario3. 

			Según Bernardo Jorquera, historiador y miembro de la mesa directiva de la ANEF en dicho año, las movilizaciones y demandas de la Mesa del Sector Público, donde la ANEF tiene un papel importante, tienen un carácter particular: 

			Si cuando nosotros hemos hecho protestas, o movimientos, movilizaciones para el reajuste, que son a veces las más fuertes […] son generalmente muy pacíficas, porque nosotros tenemos un nivel de manejo en la calle muy disciplinado y pacífico. No va a salir la señora que te atiende a ti en Impuestos Internos a romper vidrios; esa cuestión, no. Entonces es como un poco para la risa, porque cuando estamos ahí en La Moneda, en cualquier parte, le empezamos ahí, con los Carabineros, y toda la cuestión, y nosotros les decimos “oye, pero si ustedes también van aquí, así que déjennos un poquito más allá, les convidamos un poquito más de reajuste y todo”...es como para la risa. “Bueno, ¿y cómo nos está yendo?”, “bueno, si ustedes nos dejan pasar nos va a ir mejor”, y es para la risa, porque a ellos les toca, y los Carabineros –que en general tienen bastante malas remuneraciones– uno a veces los ve ahí como diciendo “chuta, ¿qué es lo que hago?”, en algunas oportunidades.

			Cito este ejemplo reciente para enfatizar situaciones que, si son miradas con perspectiva histórica, resultan ser de larga data. El evento de noviembre de 2008 fue organizado por las asociaciones de los funcionarios del Estado, es decir, precisamente por aquellos que hacen funcionar la gran maquinaria de lo público. Se trata de uno de los varios eventos que han convocado en los últimos años. Al “salir a la calle” y movilizarse, no se enfrentan a un otro ajeno, sino a un otro del cual forman parte. El Gobierno reclamó en contra de la organización precisamente por ello: su huelga afectaba a los servicios básicos del país que son su responsabilidad. Sin embargo, aun cuando los empleados fiscales tienen prohibidas por ley la sindicalización y las huelgas, el Gobierno negoció con ellos. ¿Cómo y a partir de qué se entiende esto?, ¿y cómo se ha construido históricamente?

			Quizás valga la pena introducir la respuesta a esas preguntas recordando que la realidad social, cultural y económica rara vez corresponde a la caricatura o a los lentes de aumento (y a la vez de simplificación) con que la tratan las pedagogías políticas para las masas. No todos los asalariados son obreros descamisados sosteniendo con su cerviz explotada el peso de la Tierra, ni todos los patrones son dueños de fábricas que expolian sin piedad a los miserables, tal como no todo aquel que usa camisa y corbata ha salido de la pobreza ni recibe el reconocimiento social o político que cree merecer. En estas afirmaciones, aparentemente obvias, quizás se resume la complejidad de las relaciones que existen entre clase e identidad en las sociedades contemporáneas. 

			Dentro de la heterogeneidad del trabajo moderno y asalariado, entre las decenas de cruces posibles y existentes entre identidad y trabajo, política y trabajo o cultura y trabajo, me atrajeron las que consideré características propias y particulares de esa coordinadora. En primer lugar, la particularidad o paradoja latente de haber sido construida y estar compuesta por asalariados y funcionarios públicos, es decir, asalariados dependientes de un “patrón” (el Estado, al cual reconocen como tal), pero a la vez ejecutores y encargados de las políticas del Estado y, en específico, de los Gobiernos. En segundo lugar, me resultó interesante que fueran definidos (y se autodefinieran, frecuentemente) como clase media, y como clase media asociada al Estado. ¿Qué significaba, para ellos y para otros, esta definición de “clase media”? ¿Cómo habían llegado a ella, qué rol jugaba o podía jugar en sus formas de asociación, en sus alianzas o conflictos con otros, en sus mismas definiciones de “sí mismos” y de “otros”?

			Por último, también es de subrayar su relativa invisibilidad en la historia social y en las proclamas políticas del agitado siglo XX chileno. Si bien –como se trata en el capítulo IV de este libro– un funcionario de la Tesorería como Clotario Blest fue uno de los líderes más conocidos y conspicuos del movimiento sindical en Chile, no ocurría lo mismo con el conjunto: las asociaciones de empleados fiscales, sus discursos, su participación en las políticas públicas, las luchas sindicales y las movilizaciones sociales en Chile ocupaban un lugar bastante marginal en la historiografía social y política chilena. Asimismo, prácticamente todos los estudios sobre la instalación de un cierto Estado de Bienestar en Chile y su posterior desmantelamiento bajo el régimen dictatorial de Augusto Pinochet hacen referencia al “sector público” como –en primer término– un grupo social y político nacido de ese esfuerzo del Estado como constructor de país. Luego, lo definían como uno de los grupos más golpeados por las políticas neoliberales. Pero las primeras revisiones bibliográficas mostraron que había escasos estudios sobre esta supuesta clase media asociada al Estado, sobre sus organizaciones y sobre cómo estas se habían constituido efectivamente y por qué.

			El lugar de los empleados en las clases medias

			Junto con lo anterior, sorprendía encontrar, una y otra vez en los textos sobre la clase media en Chile referencias a su enorme heterogeneidad, a su carácter ambiguo, contradictorio, casi infinito e “inestudiable”; un término que parecía más bien un paraguas o una caja de desván, el ítem “otros” o “varios” del inventario social donde se clasificaba a todos aquellos que no cabían en la definición de obreros o proletarios o burguesía, es decir, que quedaban fuera de las clases sociales en forma, como se diría desde el marxismo clásico. 

			Estas afirmaciones me intrigaban por dos razones. La primera, que todas las clases sociales son constructos que no se entienden por sí mismos, sino en la relación que establecen entre sí, y la segunda, que todas ellas son heterogéneas y diversas: nadie podría sostener hoy (ni tampoco haber sostenido hace cuarenta o sesenta años en el ámbito de las ciencias sociales y la historiografía) que la clase alta ha sido un grupo monolítico y homogéneo, y lo mismo podría decirse de las clases bajas o sectores populares: ningún estudio académico ni reflexión política seria podría desconocer la heterogeneidad del mundo de los pobres, sus diferentes orígenes, aspiraciones, la existencia de grupos y subgrupos, y de sus cambios en el tiempo. ¿Por qué se insistía, entonces, en la heterogeneidad de los “grupos medios” como si esta fuera su característica específica y singular? 

			La conclusión, entonces, fue que se producían dos fenómenos, principalmente: primero, que la llamada “clase media” parecía inabordable porque existían pocos estudios sistemáticos sobre ella, escasa escuela y diálogo entre investigadores al respecto en nuestro país4. Y en segundo término, que tanto la historiografía tradicional como la marxista habían centrado sus investigaciones ora en las elites sociales, ora en los proletarios organizados, considerando a los sectores medios y sus organizaciones un grupo en transición, que se sumaba a los proyectos oligárquicos o a los populares según el caso, sin una definición propia. Es decir, que dentro de este análisis sociohistórico, basado en la dicotomía pueblo/oligarquía, como ha subrayado Enrique Garguin, quedaba poco espacio teórico para pensar a los sectores medios5. Uno de los primeros hallazgos de esta investigación fue que sí existían valiosos análisis y publicaciones sobre la o las clases medias en Chile, elaboradas desde la historia, la sociología, la antropología o la economía, pero que se trataba más bien de iniciativas aisladas entre sí, con escasa lectura mutua y continuidad en el tiempo. En esos trabajos, como veremos a continuación, los empleados estatales siempre recibían una mención, aunque no se profundizara en los contenidos de la misma. 

			En esa línea, debe subrayarse que una de las tesis más extendidas sobre el origen (y el poder) de las clases medias ha sido su nexo con la expansión del Estado durante el siglo XX, particularmente desde la década de 1920 en adelante. Según el estudio de Humud-Tleel, los funcionarios del Estado chileno aumentaron de 1.165 en 1845 a 47.193 en 19306. García Covarrubias nota en su estudio que las plantas de empleados estatales habrían crecido, entre 1940 y 1952, a una tasa anual que va del 5,1 al 3,0%. Entre 1940 y 1946, por ejemplo, el aumento de puestos en la burocracia estatal habría crecido en un 70%, habiéndose creado en el período 16.520 nuevos puestos de trabajo7.Para 1970, los empleados correspondían al 24% de la fuerza laboral en el sector manufacturero, 49% en los servicios y 29% en el sector comercio8; en el segundo capítulo de este libro veremos un análisis más detallado de dicho crecimiento. 

			Pero no se trató solamente de un asunto de número. Según la tesis más extendida, este crecimiento y complejización del Estado, expresado en la creación de nuevos ministerios, servicios y reparticiones, también generó nuevas fuerzas políticas y sociales y fortaleció las plantas de funcionarios, en una relación dialéctica que se extendió por varias décadas. Así, se habrían creado grupos de miles de asalariados cuya característica común sería ser parte (de manera permanente o parcial) de la burocracia estatal, y habrían sido considerados parte de las “nuevas clases medias”, como puntualizaron autores como Graciarena y Poulantzas, es decir, empleados y profesionales no asociados directamente a la clase alta tradicional, sino al crecimiento del Fisco. Graciarena fue uno de los autores que instalaron, en los estudios latinoamericanos, la tesis de la existencia de clases medias “residuales” y “emergentes”. Las principales diferencias, a su criterio, se encontraban en la relación que mantenían estos grupos con las clases altas: las primeras se encontraban más ligadas a ellas en términos laborales, ideológicos y políticos, mientras que las segundas serían más autónomas dado que, precisamente, su relación de dependencia con las clases altas era menor y se habían abierto camino con su propio esfuerzo. Estos sectores, por lo tanto, tenderían a ser optimistas hacia el futuro, tener actitudes favorables hacia el cambio y a aliarse con sectores obreros y proletarios en dichos esfuerzos. Sin embargo, para mediados del siglo XX, Graciarena juzgaba que las diferencias tajantes entre unas y otras habían ido desapareciendo9. De ser así, lo que estaríamos estudiando al estudiar una organización como la ANEF, sería una de las expresiones asociativas de esas clases medias creadas y crecidas al alero del Estado. 

			Desde la vereda del análisis económico, para Blas Tomic, la expansión industrial ligada al Estado que vivió la economía chilena desde 1930 en adelante (a partir del modelo ISI) creó un proceso concomitante de alcance y extensión de las funciones del aparato estatal: “El significado de este proceso es que proporcionó la base material para el desarrollo de una peculiar fracción de la clase media, una fuerza social ‘moderna’ que ha desempeñado una parte decisiva en el proceso social chileno a través de las tres o cuatro últimas décadas”10.

			La tesis de Tomic fue que en Chile, a partir del surgimiento de esta esfera local de acumulación que se reprodujo al margen de la esfera de acumulación ocupada por el capital internacional, ese Estado no fue solo un instrumento de la burguesía, sino un ente en sí mismo, que generó a su vez una clase o al menos grupos sociales con una identidad histórica propia. La segunda parte de su tesis es que este grupo se convirtió en una fuerza social en la medida en que era parte de un Estado que, en términos generales, respondía a los intereses hegemónicos del capital internacional, pero que tenía un nivel de autonomía frente a él. Se suma a ello, en su opinión, que a diferencia de lo que ocurría en las sociedades capitalistas más desarrolladas, en Chile fue la intervención directa del Estado en la economía la que articuló las diferentes clases sociales en el proceso de reproducción capitalista. La debilidad congénita de la burguesía local nunca le permitió apropiarse completamente del Estado como su instrumento y, por lo tanto, el Estado nunca se convirtió en el instrumento específico de una sola clase o grupo social: “En este sentido es que se puede afirmar que la clase media asociada al Estado, a través de un proceso derivado de la forma particular de inserción de la economía chilena al sistema internacional, logró eminencia política local”11.

			Dentro de esta así llamada clase media estatal, Tomic distinguió varios grupos: en primer lugar, la burocracia intermedia y de bajo nivel del aparato estatal, cuyos intereses más inmediatos, que define como el sueldo y el trabajo, están ligados a la extensión de las actividades estatales. Luego, los empleados semipúblicos, como los funcionarios municipales, provinciales y docentes, que dependen del apoyo político y material que el Estado les brinde. En tercer término, el círculo de los profesionales indirectamente pagados por el Estado, como los profesores universitarios, los médicos del Servicio Nacional de Salud o aquellos que trabajan con contratos temporales para el Estado, como ingenieros y asesores de distinto tipo. Por último –y para Tomic constituyen un grupo muy importante– “los políticos”, es decir, los políticos profesionales que ocuparon los cargos más altos de la burocracia estatal y que desde allí también incidieron en la esfera privada a partir de su acceso privilegiado a las instancias políticas y económicas del aparato estatal, generando “clientelas” más o menos estables fuera del Estado pero en relación directa con él, como en el caso de las entregas de licencias para negocios otorgadas por el Estado12. En otras palabras, Tomic habla de varios grupos definidos por su relación con el Estado, pero diferentes entre sí y con diferentes cuotas de poder tanto hacia dentro como hacia fuera del aparato estatal, y donde los funcionarios administrativos y obreros estarían en el renglón más bajo. 

			A ello, tal vez, habría que agregar las observaciones hechas por Martínez y Muñoz, quienes subrayan que en el proceso de industrialización de América Latina, a diferencia de los países desarrollados, se produciría una tercerización de la economía desde el comienzo del proceso, con un aumento significativo de los sectores comerciales, de trabajadores independientes y empleados públicos, todos ellos asociados con el proceso de crecimiento del Estado y de la educación pública13. Esta tesis, creemos, muestra nexos con las investigaciones que realizara James Petras a fines de la década de los 60, donde se destaca que la emigración campo-ciudad y el consecuente crecimiento del sector servicios y de la burocracia estatal fue un proceso anterior al de la industrialización, más producido por factores de rechazo del campo (pobreza, cesantía, salarios bajo el nivel de subsistencia) que por factores de atracción de la ciudad y sus labores de servicios e industria14. 

			En resumen, se les ha reconocido a los grupos de profesionales y burócratas un papel importante en el crecimiento del Estado y se ha enfatizado que constituyeron una “fuerza social”, pero se ha profundizado poco acerca de cómo y bajo qué principios lo fueron. Como afirmara con certeza Baldomero Estrada –en uno de los mejores resúmenes de la bibliografía y tesis circulantes sobre la clase media en América Latina– su desarrollo ha estado tan estrechamente ligado con los procesos de movilidad social, que se hace imprescindible abordar tanto su origen histórico como su desarrollo con investigaciones concretas15. Estrada plantea, a título de hipótesis, que los sectores de “clase media baja” (los que identifica con los asalariados de la fracción inserta en la burocracia), aunque parecen insinuar manifestaciones políticas más agresivas frente al poder dominante, no serían realmente radicales, y sus relaciones con el proletariado constituirían más bien transacciones ocasionales y “propias de los juegos políticos para alcanzar el poder”16. 

			Desde una perspectiva no economicista, sino antropológica y cultural, otros autores y autoras han desarrollado la hipótesis del Estado como gran “creador” de clase media, es decir, de grupos de profesionales y empleados que tienen como característica común el haber crecido al alero de los empleos y prebendas estatales, como sus asalariados permanentes o temporales y de manera directa o indirecta. Adler y Melnick, basándose en clásicos como Marx y Weber y el más reciente Giddens, recalcan la dificultan de definir a la “clase media”, pero concuerdan que, en general, su surgimiento ha estado asociado a los procesos de industrialización y urbanización y unido indisolublemente a los destinos del Estado: 

			En Chile es un decir común que la clase media es obra del Estado, lo cual significa reconocer al “funcionario público” como el grupo central de atracción en torno al cual se ha configurado la clase media. Esto, dice Tironi, confirma la idea de Bordieu de “clase construida”; es decir, que se trata de un acto de voluntad (la política estatal) y no de relaciones económicas lo que da origen e identidad a la clase. La clase media, en Chile, sería entonces la obra de un trabajo de unificación simbólica –con propósitos de movilización política– de agregados sociales materialmente disímiles17.

			Citando a Tironi –quien a su vez recoge las teorías del capital social de Bordieu18– Adler y Melnick plantean que los orígenes de la clase media chilena (como identidad simbólica y grupo base con lo que otros grupos se identifican) habría estado en primer lugar en los grupos de comerciantes y pequeños productores, los servicios y el sector público, pero que su “origen simbólico oficial” se daría con la victoria de Arturo Alessandri Palma en 1920, que habría consagrado a la clase media como clase oficial. Esta identidad simbólica también estaría ligada a la evolución del partido Radical, que pasó de representar a los mineros liberales del norte a una posición estatizante que buscaba ser intermediadora entre la oligarquía y los trabajadores19. Adler y Melnick destacan que estos grupos no solo tuvieron un origen estatal en cuanto al empleo público, sino también en la medida en que el Estado, con la ampliación de un sistema educativo socialmente abierto y homogeneizador, les proveyó recursos para obtener capital cultural, independientemente de los procesos productivos20. 

			Las tesis de que el Estado habría creado “clase media”” a partir de su expansión y de las oportunidades educacionales también se encuentra en autores como Bengoa. Sumando a estos mencionados factores la influencia de la urbanización, Bengoa habla de las “caravanas” de la clase media, entre las cuales incluye a los funcionarios públicos: Bengoa apunta que en las últimas décadas del siglo XIX y las primeras del XX, el fin del ciclo triguero marcó una ruptura profunda en las clases agrícolas provinciales, que significó el inicio del descenso social de un tipo de mediano propietario, en los sectores del Maule, Talca y especialmente Chillán. Allí surgieron sectores que se identificaron con la clase media y muchos de esos “venidos a menos” se identificaron con el radicalismo y la masonería. Parte de ellos se irían a colonizar otras regiones, pero la mayoría emigró a Santiago. En un Chillán descampesinizado surgió una de las grandes tribus de clase media nacionales. Estas tribus eran estatistas, de ideas laicas y proeducacionistas; sin educación no eran nada21.

			La idea no era nueva. Ya en la década de 1960, César de León afirmaba que existían “viejas” capas medias, compuestas de pequeños y medianos comerciantes y mercaderes que se encontraban en decadencia ya a fines del siglo XIX, y que la “nueva” clase media era la de los empleados públicos, producto de un Estado moderno y capitalista22. Algo similar afirmaba Julio Vega a fines de la década de 1940: atendiendo a los mismos orígenes, atribuía la formación de la clase media al nacimiento de la república y la expansión de la educación y del Estado, y –como Bengoa– afirmaba que estaba formada tanto por elementos de la clase alta venida a menos como por elementos del bajo pueblo que habría ascendido gracias a la educación y el desarrollo económico del país. Igualmente, comparte la tesis de la antigua clase media, formada por los artesanos, que no permanecen como tales: 

			[Los artesanos] que logran destacarse y romper el marco rígido de prejuicios y hábitos que los mantienen en su situación inferior, no sienten aprecio por la actividad que desarrollan; generalmente, procuran que sus hijos cambien de actividad, para lo cual les proporcionan una educación que permita aspirar a una profesión o empleo que son reconocidos como propios de las clases superiores23.

			Los empleados públicos y la estabilidad política

			Otra de las tesis asociadas a los funcionarios públicos es que habrían sido, como grupo, uno de los principales factores de estabilidad de la institucionalidad democrática chilena. Para Petras, el principal motivo de la estabilidad política y la continuidad de los gobiernos electos en Chile, que destacaban al país en el contexto latinoamericano, era “el papel y la función especiales de la burocracia en el mantenimiento del sistema político”24. Es él uno de los autores que plantean con mayor claridad la teoría de la burocracia pública como grupo “bisagra” entre una sociedad tradicional y una moderna, y entre las clases altas tradicionales y los grupos de asalariados y trabajadores, afirmando que “la burocracia, como causa y consecuencia de una fusión de valores modernos y tradicionales en la sociedad chilena, cumple el doble papel de representar tanto a los nuevos grupos como a los tradicionales, actuando como intermediaria en sus demandas antagónicas”25.

			Una y otra vez, aparecen los elementos comunes: las clases, capas o sectores medios no fueron un producto directo del libre juego de la economía, sino del desarrollo y expansión del Estado; no son descendientes de los grupos de artesanos decimonónicos, sino que los reemplazaron como grupo medio; su crecimiento y fuerza estuvo ligada al crecimiento y transformación de los partidos políticos que se erigieron como sus representantes, es decir, como los representantes del heterogéneo mundo de los empleados, profesionales y maestros que se expande durante el siglo XX, y fueron justamente gentes del siglo XX, habitantes de una sociedad que se urbanizó e industrializó. 

			Dado que se entendió que esta modernización y desarrollo constituyó una tarea principalmente asumida por el Estado, se asumió también que los funcionarios y empleados públicos eran una parte importante de estos grupos medios. En otras palabras, que la complejización de la sociedad chilena en términos productivos, administrativos y políticos habría producido y a la vez habría sido obra de estos funcionarios públicos, dado que el Estado era el ente rector del proceso. La funcionalidad que tuvo la expresión “clase” o “clases medias”, para el caso de los asalariados estatales, fue nombrar a ese creciente número de funcionarios administrativos, profesionales universitarios, técnicos, maestros y políticos profesionales que trabajaron para el Fisco, fueron pagados por él y asumieron su conducción. De esa manera, se los diferenciaba de los obreros propiamente tales –el proletariado industrial o minero– en cuanto clase proletaria; de los campesinos, aún sujetos al dominio de patrones y latifundistas, y de la oligarquía y los grandes empresarios privados (que ya no estaban al mando del Estado, sino relativamente fuera de él). 

			Igualmente, y atendiendo a otros estudios realizados en América Latina, Estrada destaca que parte de la acción de estos grupos en la política tuvo que ver con las desigualdades que existían entre las expectativas y las realidades, particularmente en el caso de los empleados públicos. Sujetos a la inestabilidad laboral y los problemas económicos, presionaron constantemente por reivindicaciones políticas y sociales: 

			Más que un aumento de la producción, a ese sector le preocupa una mejor distribución de las rentas que disminuya sus preocupaciones. Está comprobado que el sector de la burocracia constituye un grupo de alta tasa de consumo, lo cual conlleva una baja tasa de ahorro. Esta situación evidencia que la posición cultural, las crecientes aspiraciones, el efecto demostración, absorben muy fuertemente la modernización social. Se produce así un distanciamiento creciente entre aspiraciones y posibilidad de satisfacer esas aspiraciones26.

			Es posible afirmar, entonces, que el término clase o clases medias, o capas o grupos medios, ha tenido una funcionalidad específica en la descripción de la estructura socioeconómica chilena contemporánea, particularmente desde el período de 1920 y 1930 en adelante: señalar, nombrar de alguna manera a aquellos grupos socialmente “nuevos”, sin una definición clara en el imaginario social y político chileno. 

			En un trabajo previo a esta investigación27, planteé como hipótesis que si los empleados estatales habían tenido un lugar secundario o difícil de definir en los estudios sociales y en la política chilena, en parte había sido por la falta de estereotipos o imágenes sociales a partir de los cuales leerlos social y culturalmente. Este asalariado de cuello blanco no correspondía, en las primeras décadas del siglo XX, a ninguna de las identidades asentadas y reconocidas en ese Chile de aire colonial y campestre al que nos han acostumbrado a ver como un “Chile profundo”, depositario de las más recónditas y, por lo tanto, verdaderas identidades nacionales, entendiendo a la Nación como una comunidad imaginada donde, por ejemplo, el Pije y el Roto ya tenían un claro lugar28. El empleado, con su traje de confección, en el caso de los hombres, o de dos piezas y tacones, en el caso de las mujeres, con sus lecturas y su educación que se parecían a las de las élites sociales pero no eran las mismas que las de ellos, no calzaba claramente en la galería de personajes emblemáticos de la nacionalidad. No era el gran señor y rajadiablos que cantó Eduardo Barrios, de pura sangre goda, rico y temido por todos. No era el huaso mestizo con las ojotas y el poncho ni un indígena de los pueblos originarios. Tampoco se lo podía asimilar con el obrero pampino aguerrido que murió acribillado en la masacre de la Escuela Santa María y que antes dio su vida como soldado en la Guerra del Pacífico. No era, si se trata de las mujeres, la brava mapuche del sur, ni la delicada flor rubia de la aristocracia, ni la “china chinchosa” del Chile central. Profesoras como Gabriela Mistral, por ejemplo, o dirigentes como Clotario Blest poco cabrían dentro de esas imágenes sociales. Cuando este grupo empezó a hacerse numeroso y dejó de ser una presencia excepcional, los otros grupos sociales debieron ponerlo en alguna parte de la jerarquía social, en algún lugar entre los pares y los otros, y el proceso no fue ni ha sido sencillo. Ellos mismos, también, tuvieron que hacerlo. Los empleados, los técnicos, los que estudiaban en una Escuela Normal o en Artes y Oficios ya (quizás) no eran sencillamente rotos, pero ¿eran caballeros? Y si no eran ni rotos ni caballeros, ¿qué eran? Recabarren abordaba ya este problema en 1910, afirmando que: “No es posible mirar a la nacionalidad chilena desde un solo punto de vista, porque toda observación resultaría incompleta. Es culpa común que existan dos clases sociales opuestas, y como si esto fuera poco, todavía tenemos una clase intermedia que complica más este mecanismo social de los pueblos”29.

			Ni rotos ni caballeros, ni campesinos ni patrones del fundo, los miembros de los sectores medios fueron el producto de una sociedad que se urbanizaba y complejizaba, y era difícil inscribirlos en una poética fundacional o en una saga de larga data donde fueran comprensibles, legibles y relacionables con otros. Pero –y ello complica aún más su uso– el término “clase media” sí ha tenido contenidos y sentidos en nuestra sociedad; no fue un vacío o solo una definición por la negación. Es el estudio de esos contenidos en específico el que ha quedado pendiente. 

			Postulo aquí que tanto esa funcionalidad como esos contenidos específicos son los que han sido escasamente analizados. Ha sido así para otros grupos asociados a él, y también –el caso que nos interesa aquí– para los funcionarios públicos. Ignora, por ejemplo, su heterogeneidad, el hecho de que, como bien señaló Blas Tomic –y ha sido quizás el único autor en tomarse ese trabajo– los asalariados estatales no son un todo homogéneo y que ha habido grandes diferencias de salario, nombramiento, estatus y poder entre, por ejemplo, el director de un liceo, un ingeniero contratado por CORFO, una profesora primaria y el empleado administrativo de un ministerio. No explica, tampoco, cómo o por qué se considera al Estado “constructor de clase media”, en términos específicos; ¿basta con que un Estado se expanda y genere más empleos para que (voilà!) aparezcan las capas medias, con conciencia e identidad de tales? La ecuación “crecimiento del Estado=aparición/crecimiento de las capas medias”, a veces mencionada casi de manera automática, merece ser puesta en el tapete de la duda. Los autores ya mencionados –particularmente Estrada, Tomic y Adler y Melnick– plantean líneas que es necesario desarrollar: el concepto de una “identidad simbólica” más que (tal vez) una clase social en específico; el rol de la educación; el papel de las expectativas versus las realidades y –agrego– el mismo interés del Estado por dotar a sus funcionarios de un respeto y prestigio social que los diferenciara de los obreros y empleados particulares, pero al mismo tiempo restringiendo sus derechos políticos y asociativos, como veremos en el primer capítulo de este libro. 

			De allí, entonces, que la operación metodológica en esta investigación fuera invertir la deducción habitual: en lugar de partir desde la amplia (y en cierto sentido, cómoda) definición de “grupos medios” para estudiar a los empleados públicos, dejar esas definiciones en suspenso y comenzar desde el estudio de una organización específica –la ANEF– durante un período determinado, para, desde allí, iniciar una reflexión sobre quiénes eran y qué buscaban colectivamente los empleados públicos y, recién entonces, reflexionar por qué tendían a autodefinirse como clase media o trabajadores, qué significaba eso para sí mismos y para otros y cómo había marcado su acción política, cultural o social. 

			Un sujeto en específico 

			Se debe subrayar que este libro trata del análisis de la identidad colectiva y la convocatoria a la acción de los empleados fiscales organizados, y no de una “historia de la función pública”. Dicha precisión es importante: en términos gruesos, los presidentes de la República o los ministros de Estado también son funcionarios públicos, por lo cual se hace necesario especificar de quiénes hablamos. Nos referimos aquí, entonces, a una agrupación que buscó convocar y representar principalmente a la llamada burocracia estatal baja y media: los y las empleadas de la administración pública que ingresaron por concurso público a los grados más bajos del escalafón y se encontraron de manera permanente en los servicios. Tuvieron en promedio una escolaridad de entre 9 y 12 años y no ingresaron a la administración pública directamente a cargos directivos30.

			Esta precisión no ha sido antojadiza, en el sentido de seleccionar interesadamente a un sector de los empleados públicos que se ajustaran al marco de esta investigación. Como se trata en el capítulo I, la revisión del marco legal que norma el empleo público y las percepciones de los mismos funcionarios sobre su trabajo revelaron que efectivamente existió una diferencia clara en cuanto a salarios, asignaciones, estatus y niveles de poder entre las jefaturas (autoridades electas y sus funcionarios de confianza, nombrados directamente en cargos directivos) y los funcionarios de carrera, que ingresaban a los servicios por concurso y avanzaban lentamente y a lo largo de años en el escalafón de cada servicio. Asimismo, reparticiones estatales como las Fuerzas Armadas, Carabineros y los docentes tuvieron estatutos propios y diferenciados, que los separaron de manera significativa del resto de los empleados estatales y, por ese motivo, no fueron incluidos en esta investigación, dado que el análisis de sus condiciones de trabajo y su relación con el resto de la sociedad obligaría a otro análisis y a la revisión de documentación, testimonios y actividades no necesariamente divergentes, pero sí distintos y con una historia propia.

			Junto con ello, también es necesario precisar lo que se entiende por organización de los funcionarios, y destacar que ha existido aquí una elección en la figura de la ANEF. Una de las primeras constataciones de la investigación fue la existencia de un verdadero “archipiélago sindical” en la administración pública, como lo llamó uno de nuestros entrevistados: cada servicio público ha tenido el derecho a crear su propia organización y, asimismo, a agruparse en coordinadoras o confederaciones según actividad u opción propia. De tal manera, la opción de esta investigación fue enfocarse en la Agrupación Nacional de Empleados Fiscales (ANEF), por varios motivos. En primer lugar, se trata de la confederación de agrupaciones más antigua aún en funciones31, lo que permite seguir los posibles cambios y continuidades en un discurso hacia los funcionarios y el resto de la sociedad. Asimismo, se trata de una organización emblemática, fundada por Clotario Blest y dirigida durante largos años por Tucapel Jiménez. Su peso como la organización más consolidada, conocida y con los liderazgos más conspicuos dentro del empleo público era incontestable. 

			Sin embargo, el presente trabajo tampoco es una “historia de la ANEF” en un sentido descriptivo del término. Si bien la investigación incluyó la recopilación y sistematización de material documental y testimonial de la organización, no buscó realizar un relato pormenorizado de todos los eventos o actividades realizadas por la ANEF en sus más de sesenta y cinco años de existencia, en el sentido de una crónica o memoria institucional. Como se trata a continuación, su objetivo es la identificación y caracterización de formas de identidad y asociatividad generadas desde esta agrupación que buscó coordinar a nivel nacional los intereses de las asociaciones de funcionarios del Estado. Lo que me interesaba y creí que era posible abordar según un enfoque y una metodología específicas, eran los sentidos de la acción y sus fundamentos.

			A ese respecto, interesaban particularmente las características o roles contradictorios que se habían atribuido a las organizaciones de los empleados fiscales a lo largo del siglo XX, particularmente, desde la década de 1930 hasta la de 1980. Para algunos fueron grupos casi nocivos para el desarrollo del país, a la vez parasitarios y peligrosos, en la medida en que acumularon un poder de negociación que les permitía casi chantajear a los Gobiernos y conseguir mayores beneficios que los demás trabajadores organizados. Refiriéndose a la JUNECH (Junta Nacional de Empleados de Chile), Miguel Silva afirma que, mientras la represión a los sindicalistas comunistas crecía, el éxito de dicha organización era notable: para 1950 agrupaba ya a 300.000 socios y sus conquistas fueron mayores que las de la clase obrera organizada como tal: si, entre 1940 y 1953, el mundo obrero solo acrecentó su remuneración efectiva un 7%, los trabajadores de “cuello y corbata” elevaron su ingreso real en un 46%32. En la vereda opuesta, las organizaciones de empleados fueron vistas (incluidos los empleados públicos) como las líderes de la unificación del movimiento sindical en Chile, hasta culminar con la creación de la CUT en 1953 y, como veremos aquí, la ANEF se pronunció claramente contra la persecución a los militantes comunistas, que también afectó a los funcionarios de la administración pública. Por otra parte, y en un texto que sabemos fue una suerte de catecismo para militantes a comienzos de la década de 1970, Harnecker y Uribe sindicaron a la administración pública como lugar donde los Gobiernos consolidaban su poder, instalando a sus partidarios: 

			La administración pública ha sido tradicionalmente en nuestro país un excelente instrumento para mantener una clientela política estable. Durante el Gobierno de Frei empiezan a ocupar cargos públicos una gran cantidad de demócrata cristianos, con lo que el Partido Radical, de antiguo muy fuerte en este sector, comienza a ser desplazado por este nuevo partido que consolida las posiciones tomadas con la ley de Inamovilidad Funcionaria aprobada al final del Gobierno de la DC33. 

			Junto con ello, y como se cita en el acápite de esta introducción, la ANEF había sido glorificada como ejemplo de lucha y de trabajo solidario. ¿Quiénes habían sido, entonces? ¿Qué se escondía o podía entenderse tras estas contradicciones? Petras intentó explicar el problema apuntando a las transformaciones que esa burocracia pública, que habría sido clave en la intermediación entre conflictos y diferencias de clase, habría ido cambiando su actitud desde la década de 1930 hasta la de 1960. La “clase media” tuvo lo que el autor llama un período de insurgencia, que culminó con la elección del primer presidente del Frente Popular en 1938, un período de transición y movilidad social, entre 1939 y 1946 y un periodo de estabilización, desde 1947 a 1959. Duramente, Petras describe el comportamiento de la clase media en el último período: “En la última etapa, un pragmatismo egoísta sustituyó a la política doctrinaria, pasaron a ser primordiales a los factores tecnocráticos y de status, y el papel de mediador fue reemplazado por un acercamiento a las élites tradicionales”34.

			¿Pero se refería Petras con ello a los políticos de “clase media” instalados en puestos claves del Estado, a los llamados partidos políticos mesocráticos, al conjunto de la burocracia estatal, esa que había signado como la responsable de la estabilidad política chilena o a las organizaciones gremiales? En el desarrollo posterior de su afirmación, parece estarse refiriendo especialmente a un electorado de clase media, más que a la burocracia estatal en específico: es decir, a sectores sociales amplios de comerciantes y profesionales golpeados por la inflación y molestos ante el “desorden” social, que habrían apoyado a candidatos como Ibáñez en su segunda postulación, dado que les prometía mano firme frente a la corrupción y que no era, a fin de cuentas, ni de izquierda ni de derecha35. Otra vez la reflexión específica sobre la actitud de los funcionarios administrativos del Estado y sus organizaciones no quedaba clara. 

			Enfoque teórico y metodológico 

			A raíz de lo anterior y de los objetivos de la investigación, los ejes analíticos se definieron a partir de los conceptos claves de identidad y asociatividad. Para ello, el enfoque teórico metodológico se definió desde la historia sociocultural. Se consideró que era el enfoque más apropiado para estudiar la relación que existe entre las condiciones estructurales en las cuales los sujetos construyen sus opciones de vida y su acción como tales en la historia social y política nacional. Si, como ya fue planteado, se quería descubrir cómo la expansión del empleo público en términos numéricos y a lo largo del territorio nacional fue capaz de generar una definición laboral propia y de asociarla a la “clase media”, necesariamente, pensamos, había que remitirse a los elementos y argumentos de esa definición, a sus fuentes y contradicciones, y no a un registro de movilizaciones o conflictos por sí mismos. Es decir, no solamente constatar la capacidad de movilización de una coordinadora como la ANEF, sino sus fundamentos y contenidos. 

			Debía avanzarse, entonces, hacia la pregunta de quiénes habían sido, y cómo lo habían sido en la historia más amplia de la asociatividad de los asalariados chilenos en el siglo XX. La investigación, como veremos, mostró que la ANEF no tendía a definirse, salvo en casos muy específicos, como representante de una clase social, sino como la representante de quienes realizaban una función, la que se relacionaba en términos no mecánicos con la adscripción a ciertas clases o subclases sociales. Pareció más preciso y riguroso, metodológicamente hablando, acudir a una de las propuestas centrales de la historia sociocultural: relevar las prácticas sociales por sí mismas como constructoras de sentido, minimizando –aunque en ningún caso negando– el poder de la situación objetiva para definir a los seres sociales. Como ha subrayado Miguel Ángel Cabrera: 

			Desde este punto de vista, el ser social es el ser percibido, pues en éste y no en el primero, donde están inmediatamente enraizadas la identidad y las acciones de los individuos. De ahí que para los historiadores socioculturales el estudio de procesos históricos haya de prestar atención no sólo a la posición real, sino, sobre todo, a la percepción de ésta, pues ambas constituyen un todo indisoluble36.

			Desde este punto de vista, la historia sociocultural plantea que en el estudio de las clases sociales, si bien es necesario conocer y comprender las condiciones sociales y económicas de existencia, tan importante como ello es el intento por reconstruir las creencias, las intenciones y el universo mental de los sujetos, “como la única manera de calibrar los efectos de la mediación simbólica sobre su práctica”37. Desde allí, rescatamos la propuesta de Chartier; en El mundo como representación, ha afirmado que la historia cultural de lo social plantea un intento por superar el (falso) debate entre la objetividad de las estructuras y la subjetividad de las representaciones. Así, el enfoque se apartaría de una historia social ocupada casi exclusivamente de las luchas económicas38,regresando, sin embargo, a lo social a partir del estudio de las estrategias simbólicas que determinan posiciones y relaciones y que construyen para distintas clases o grupos la percepción de un “ser” de su propia identidad 39. Una de las ideas más atractivas de dicha propuesta es, para esta investigación, el supuesto de que la cultura, entendida como autopercepción de sí mismos frente a los demás, no es solo expresión de la infraestructura y del lugar socioeconómico de los individuos o los grupos en una estructura social determinada, sino que estas percepciones crean realidad. 

			Dado que los historiadores han reconocido cada vez más el “poder de lo imaginado”, se entiende este estudio como un esfuerzo de profundización en la importancia que factores como el lenguaje, los códigos sociales y separaciones como la división entre “clase media” y “clase trabajadora” han tenido en la misma realidad histórica, en la medida en que, si aceptamos que la sociedad influye sobre el lenguaje, este último, con sus definiciones, también contribuye a crear separaciones sociales40. En ese sentido, la propuesta de la historia cultural de lo social se acerca significativamente a un enfoque antropológico, donde no se desestima el análisis estructural, pero se enfatiza la necesidad de acercarse precisamente a la historia de quienes son definidos y se autodefinen en términos de clase. Refiriéndose específicamente a las clases medias –pero quizás podríamos extenderlo a todas las clases sociales, o más bien a las relaciones de clase reales– O’Dougherty ha afirmado que la perspectiva de la economía política subestima la heterogeneidad e inestabilidad de la clase media y, aún más importante, dirige nuestra atención al hecho de que clase remite a desigualdad social, pero que, sin embargo, las discusiones teóricas no pueden decirnos cómo las personas experimentan su situación de clase o cómo la definen, verbal o activamente41. Ahora bien, esta apropiación del término cultura implica también acercarse a su definición antropológica, cuestión que la historia social ha desarrollado desde mediados del siglo XX en adelante. Este enfoque hace énfasis en la cultura como:

			Los procesos de producción y transmisión de sentidos que construyen el mundo simbólico de los individuos y la sociedad. Esos procesos comprenden la producción organizada de bienes simbólicos (“textos” en general; conocimientos, informaciones, imágenes, modas, ídolos, curricula, “bienes de salvación”, interpretaciones, concepciones del mundo, etc.) y la continua producción de sentidos a nivel de las relaciones cotidianas mediante las interacciones situadas en que los individuos se ven envueltos con otros y consigo mismos42. 

			Esta definición tiene conexiones claras con la relectura del marxismo clásico hecha por autores como E. P. Thompson, en cuanto al estudio histórico de las clases sociales y la producción de una conciencia de clase. Thompson enfatiza que la relación que existe entre la clase y la conciencia de clase constituye un proceso, cuyos resultados no se encuentran predeterminados por ninguna teoría ni “deber ser” específico. Quizás compartiendo con Nietzsche la creencia de que nada que tenga historia puede definirse, en la introducción de una de sus obras más leídas y discutidas, Thompson escribe esta verdadera declaración de principios al respecto: 

			Por clase entiendo un fenómeno histórico que unifica una serie de sucesos dispares y aparentemente desconectados en lo que se refiere tanto a la materia prima de la experiencia como a la conciencia. Y subrayo que se trata de un fenómeno histórico. No veo la clase como una “estructura”, ni siquiera como una “categoría”, sino como algo que tiene lugar de hecho (y se puede demostrar que ha ocurrido) en las relaciones humanas. [...] Todavía más, la noción de clase entraña la noción de relación histórica. Como cualquier otra relación, es un proceso fluido que elude el análisis si intentamos detenerlo en seco en un determinado momento y analizar su estructura. Ni el entramado sociológico mejor engarzado puede darnos una muestra pura de la clase, del mismo modo que no puede dárnosla de la deferencia o del amor43.

			De tal manera, definimos aquí identidad como la tensión permanente producida entre la necesidad de construir esos sistemas de relaciones y símbolos propios de la cultura sobre una base estable, y las características cambiantes de esos sistemas de relaciones en la vida real y cotidiana de los sujetos44. La identidad contiene, como han subrayado distintos autores, siempre una paradoja: es o quiere ser a la vez piedra angular y lente para mirar la realidad, espacio de seguridad y a la vez espacio de transformación: lo que Bauman ha llamado el carácter “líquido” de las identidades en la modernidad45. Las identidades son individuales y a la vez colectivas, en la medida en que la identidad individual –se ha postulado– tiende a construirse a partir de una definición con ciertas categorías sociales compartidas, en términos de religión, género, clase, etnia, sexualidad o nacionalidad, y que contribuyen a especificar al sujeto y a su sentido de identidad46. Los remezones, fracturas y cicatrizaciones entre las identidades de los funcionarios construidas a lo largo de más de cuarenta años de conquistas de derechos laborales y previsionales y los cambios sufridos por esos mismos sujetos son una de nuestras preocupaciones centrales aquí. 

			Esta precisión busca evitar el riesgo de que se entienda a estos líderes y activistas de “cuello y corbata” como individuos cuya única particularidad sociocultural fue el carácter desigual de la apropiación de los códigos culturales dominantes, en tanto imitadores de los ricos o negadores de su origen popular. Citando a Carlos Piña, quien reflexionaba sobre la complejidad del término “cultura popular” en la década de 1980, se debe destacar que, al pretender reconstruir o interpretar la identidad cultural de un grupo o clase social, se debe considerar que ella es una construcción de significaciones en las cuales interviene la posición de clase (en su sentido clásico), la práctica de relaciones sociales que derivan de ella y otros factores espaciales, laborales, familiares, religiosos o étnicos. La búsqueda de la articulación no puede basarse en aislar solo uno de ellos, pues la identidad se fabrica sobre el conjunto de los mismos47. 

			La mencionada integración no es fácil, especialmente si se atiende a lo inaprehensibles que pueden volverse los estudios culturales, en el sentido de que “todo es cultura”. La historiadora cultural alemana Ute Daniel subraya que en la medida en que se abandonó el término cultura como un concepto evolutivo (el hombre culto como el hombre superior: es decir, occidental) y se comenzó a hablar de culturas, diversas y todas válidas y dignas de existir, se planteó el problema de, por una parte, cómo puede entenderlas alguien ajeno a ellas, y por otra (la que más nos interesa aquí) a partir de qué experiencias y datos, de los innumerables aportados por los investigadores de campo, puede elaborarse dicha conceptualización 48. En el caso de esta investigación, el marco que impide una completa dispersión está dado por el esfuerzo de aislar y describir cómo y a partir de qué necesidades, relaciones e influencias la ANEF construyó una propuesta de identidad y acción colectiva para los funcionarios administrativos estatales, y la justificó en el tiempo. Está claro que los referentes a los que apela una organización gremial se inscriben en la política, en el sentido de interactuar con otros en una relación con miras a lo público y con énfasis en los intereses colectivos. Saber y entender a partir de qué referentes se construye este discurso colectivo, y qué se pretende lograr con él, es lo que enraíza este trabajo en la historia cultural; qué quieren ser los funcionarios públicos, cómo se definen frente a otros, de dónde vienen sus juicios y deseos sobre la realidad. 

			Organización del texto 

			El primer capítulo aborda el contexto político y legal en que se propuso la creación de una coordinadora nacional de los empleados fiscales. Lo que interesaba allí era confirmar si efectivamente las plantas de funcionarios habían crecido a lo largo del período tratado, en qué volumen y contexto político y dentro de qué marco legal la ANEF había tenido que desarrollar su trabajo. Dicho análisis, a pesar de cierta aridez en la descripción de leyes y estatutos, tiene una importancia fundamental: los funcionarios del Estado, precisamente por serlo, se encontraron sujetos con mayor rigor que los empleados de la empresa privada a la legislación que norma su trabajo: todo deber y derecho, y toda modificación de los mismos, debía pasar por la redacción y aprobación de una ley o un decreto con fuerza de ley, y contar con la participación y aprobación del poder Ejecutivo y del Congreso. En segundo término, el análisis del marco legal dentro del cual tuvo que desarrollarse la ANEF nos entrega información insoslayable para comprender el contexto de los empleados, en el sentido de qué se esperaba de ellos: cuáles fueron los parámetros fijados para ingresar, permanecer y ascender en la administración pública, cómo y por quiénes eran evaluados y, por lo tanto, a qué podían o no aspirar en términos formales. Conocer dichos marcos legales y la manera en que fueron cambiando a lo largo del siglo XX es esencial a la hora de entender muchas de las características que perfilan la asociatividad de los empleados públicos, a partir del contexto legal con el cual se encontraron y el cual buscaron modificar: la organización jerárquica del empleo, el establecimiento de la carrera funcionaria, la prohibición de formar sindicatos y de declararse en huelga y las diferencias salariales y en prebendas entre los distintos grados del escalafón. Aún más allá, se postula aquí que la necesidad de acudir permanentemente a los mecanismos legales marcó una forma de aproximación al poder, en términos de lenguaje, estrategias y construcción de argumentos que dio a la asociatividad de los empleados públicos características específicas en el contexto del resto de las organizaciones de trabajadores. Junto con ello, se revisó el contexto en el cual se funda la ANEF en torno a tres puntos: un Estado que crece y se expande administrativamente, un contexto político proclive a reconocer y legislar en torno a los derechos de los asalariados y la instalación de convicciones y principios ideológicos que buscan la justicia social, principios sin los cuales no podría comprenderse cómo y por qué la ANEF se constituyó y continuó sus acciones durante las décadas de 1940 y 1950. 

			El segundo capítulo trata específicamente lo que aquí se ha definido como la propuesta identitaria de la ANEF. Es decir, la imagen que levantó de los empleados fiscales y su rol en la sociedad, cómo recogió las aspiraciones de sus afiliados y en qué medida –lo que me parece uno de los aportes más importantes e interesantes de la ANEF como coordinadora– supo aunar el concepto de trabajadores como asalariados y explotados con sus aspiraciones por el ascenso social y por pertenecer a la clase media, sin que se contradijeran. En dicho sentido, se intentó identificar allí la importancia de estudiar las “reglas” y “protocolos” culturales, tan cara a los antropólogos, que conecta el estudio de los símbolos con la vida cotidiana, tan cara (a su vez) a los historiadores sociales49. En concreto, se trató de aprehender un “deber ser” y también un “querer ser” de quienes trabajaban para el Estado, y cómo la ANEF supo leer ese contexto y transformarlo en convocatoria y organización. Lo que interesaba aquí, particularmente, era definir y analizar las continuidades y cambios de ese discurso, en cuanto a su lógica interna: definir su logos, su manera de comprender la función pública, los derechos y deberes dentro de ella y aquello que se merecían los empleados fiscales a la hora de serlo. Su propia definición y la manera en que a partir de ella se enfrentaron con visiones negativas y despectivas de la función pública, creo que es uno de los principales aportes de este apartado.

			El capítulo tercero profundiza en las luchas políticas de la ANEF, que se mueve allí en un escenario muy complejo y tenso, sorteando permanentemente la prohibición de actuar sindicalmente, enfrentando las críticas y la imagen peyorativa hacia el empleado fiscal “parásito” del Estado y enfrentándose a la necesidad de negociar con los Gobiernos, por un lado, y de cumplir con el principio de ser una organización independiente y representante de los empleados fiscales en cuanto tales, por el otro. En este capítulo se destacaron puntos que me parecieron particularmente relevantes en el contexto internacional de la Guerra Fría y de los Gobiernos radicales en Chile, como la discutida Ley de Defensa de la Democracia que declaró en la ilegalidad al Partido Comunista y su actuación en las huelgas de empleados del período 1949-1950, y algunos problemas recurrentes, como la pauperización de los empleados frente a la inflación –enemigo constante durante buena parte del siglo XX–, la defensa de la carrera funcionaria frente a los vaivenes de la política coyuntural y del derecho a la libertad de opinión y acción de los empleados en tanto ciudadanos en plenitud de derechos. En ello, la compleja relación con los Gobiernos, los partidos políticos, las coordinadoras sindicales como la CUT y sus propios afiliados tuvieron un rol central, que da cuenta de un proceso constante de comunicación de acuerdos y debate que ayudó a responder la pregunta planteada acerca del rol de las organizaciones de los empleados públicos como “bisagra” o líderes en el mundo sindical. Puede decirse que la prueba de fuego de la ANEF en dicho período fue la instalación de la Dictadura, frente a la cual las estrategias de relación con el poder sufrieron una ruptura tan profunda y violenta que sus reclamos sirvieron a esta investigación para comprender con mayor profundidad lo que los empleados públicos esperaban de su relación con un otro conflictivo, en este caso el Estado. La ausencia de ese otro dejó al descubierto más su pasado que el presente que entonces debieron improvisar. 

			El capítulo cuarto trata de las dos figuras más conspicuas y emblemáticas de la ANEF: sus dirigentes Clotario Blest Riffo y Tucapel Jiménez. Hubo dudas importantes acerca de en qué lugar incluir ese análisis en el orden del texto final, pero no en el hecho de que debían ser analizadas en esta investigación: más que por sus biografías personales –del todo interesantes, por supuesto–, por la permanente referencia que se hacía desde la ANEF a su rol como modelos de vida, líderes y ejemplos para los empleados públicos. Tanto Don Clota como Don Tuca (y el apelativo respetuoso de don seguido de la más coloquial y afectuosa abreviatura del nombre no me pareció casual) son figuras insoslayables por lo que se ha dicho y escrito de ellos. La valoración de su historia personal y la manera en que han sido interpretadas tanto sus vidas como sus muertes son un material del mayor valor para comprender el discurso moral y ético de la ANEF y su mensaje sobre lo correcto y lo deseable tanto para sus propios dirigentes y afiliados como para el mundo sindical y gremial, en particular, y para la sociedad en general. Si Clotario Blest fue el apóstol de la ANEF y Tucapel Jiménez su mártir, había que analizar y presentar los contenidos de esas calificaciones y cómo habían llegado a ser eso, pilares y sustento moral de una institución.

			Por último, las conclusiones revisitan los problemas planteados en esta introducción. Se entienden como el espacio para hacer precisiones o enfatizar los resultados de la investigación: discutir cuál fue, finalmente, el tipo de asociatividad planteada por los líderes fundadores de la ANEF, en qué contexto, y qué cambios y transformaciones debió sufrir en el tiempo. Eso significó destacar cómo la ANEF, en tanto coordinadora de las asociaciones de los empleados fiscales, no fue en realidad la encarnación de los sueños revolucionarios de Clotario Blest, sino una organización pragmática capaz de navegar en las complejas aguas y los cambios de timón de la política chilena del siglo XX, tanto en la convocatoria a los empleados, en la relación con los partidos políticos y los Gobiernos como con otras organizaciones sindicales y gremiales, siempre apelando a las aspiraciones y expectativas de sus afiliados. Así, el estudio de la ANEF se justifica no solo por su importancia como organización colectiva en la política chilena del siglo XX, sino también por el valor que tiene a la hora de comprender con mayor profundidad las motivaciones y expectativas que lleva a un grupo específico de trabajadores –en este caso, los empleados fiscales– a participar políticamente en lo colectivo sindical y para comprender cómo esas formas de organización correspondieron también a formas de Estado y sociedad hoy en crisis e interrogarse por su papel hacia el futuro. 
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